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TRIBUNAL 
 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

MATERIA 
 

Constitucional 

INTERVINO LA 
DEFENSORIA 
PUBLICA 

 No 

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 

 

Ninguno 

DERECHOS 
INVOLUCRADOS 

Derecho a tomar decisiones libres, informadas, responsables y voluntarias sobre su salud sexual y 

reproductiva (art. 66. 9 y 10 CRE), así como a la integridad (art. 66.3.a CRE) y a la igualdad y no 

discriminación (art. 66.4 CRE) 

BREVE RELACION DE 
LOS HECHOS 

La Corte Constitucional revisa una acción de protección planteada por una persona con 

múltiple vulnerabilidad, al haber sido Yolanda una mujer, adolescente, venezolana, 

embarazada y en situación de movilidad humana al momento en que ocurrió la transgresión 

de derechos, mientras acudió a un centro hospitalario para ser atendida en el parto de su hija., 

sobre todo considerando que los derechos son interdependientes e indivisibles a la luz del 

11.6 CRE, y que la confluencia de factores estructurales de discriminación y exclusión en 

su contexto profundizaron la vulneración de sus derechos y agravar su condición de 

vulnerabilidad. 

 

La accionante alegó que el Hospital General Universitario de Guayaquil habría realizado 

una ligadura tubárica sin su debido consentimiento al momento del parto. Además, manifestó 

que el Hospital la habría retenido y aislado de sus familiares en el centro hospitalario de 

forma posterior al alta médica, y la habría amenazado con separarle de su hija recién nacida 



 

 

para ponerla bajo custodia de la DINAPEN.  

 

El 21 de julio de 2020, la accionante a través de su abogada, presentó una acción de 

protección en contra del Hospital General Universitario de Guayaquil y del Ministerio de 

Salud Pública. 

 

El 3 de agosto de 2020, la Unidad Judicial Norte 1 Penal con sede en el cantón Guayaquil 

declaró sin lugar la acción de protección al no encontrar vulneración a los derechos 

constitucionales de la paciente.  

 

La accionante apeló la resolución de la Unidad Judicial Norte 1 Penal. No obstante, la Sala 

Especializada de lo Laboral de la Corte Provincial de Justicia del Guayas dictaminó que no 

existía vulneración de derechos constitucionales de la accionante, negó el recurso de 

apelación y declaró la improcedencia de la acción de protección y confirmó la sentencia de 

la Unidad Judicial Norte 1 Penal. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador seleccionó la causa 96-21-JP al constatar el 

cumplimiento de los criterios de gravedad y novedad. En relación al criterio de novedad va 

orientada a que la accionante era una  “adolescente, embarazada y en movilidad humana” y 

que además “habría sido sometida a una esterilización forzada, lo que también podría 

constituirse en una forma de violencia obstétrica”. Por otro lado, en relación al criterio de 

novedad, la Corte considera que es fundamental este caso para ampliar los precedentes de 

las sentencias de este Organismo 904-12-JP/19 y 983-18-JP/21, desde un enfoque de género 

sobre los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres adolescentes.  

 

El Pleno de la Corte Constitucional tiene la competencia para expedir sentencias que 

constituyen jurisprudencia vinculante o precedentes de carácter erga omnes, en todos los 

procesos constitucionales que llegan a su conocimiento a través del proceso de selección, en 

virtud del artículo 436 número 6 de la Constitución y en relación con los artículos 2 número 

3 y 25 de la LOGJCC. 

 



 

 

 

FUNDAMENTOS DE 
DERECHO 

Constitución de la República del Ecuador (11.6 CRE, arts. 32 ,arts.40-42, 66 número 9 y 10,  

art. 66.35 CRE, 358 CRE , 362 CRE, 436 número 6,   

,  

LOGJCC (artículos 2 número 3 y 25) 

Comité de los Derechos del Niño en su Observación General número 6, 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su Observación General 

número 22 

Ley Orgánica Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres, art.10 

 

 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO DEL 
CASO 

Las personas en movilidad humana son un grupo de atención prioritaria, debido a que la 

migración internacional incide en los derechos tales como la vida, la integridad, la libertad 

personal y la salud, entre otros. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN 
DE LA CORTE 

 

 

La Constitución de la República del Ecuador (arts. 40-42) consagra a las personas en 

movilidad humana como un grupo de atención prioritaria, debido a que la migración 

internacional incide en los derechos tales como la vida, la integridad, la libertad personal y 

la salud, entre otros. 

 

Además, conforme lo señala la Corte, la Constitución de 2008 “[…] establece un pliego de 

principios, derechos y obligaciones referentes a las personas migrantes, refugiadas, 

solicitantes de asilo y otras en situación de movilidad humana; así mismo, ordena la 

creación de instituciones públicas dirigidas a garantizar sus derechos y su protección 

especial.” 

En este contexto, el Estado ecuatoriano tiene el deber de garante en la tutela y respeto de los 

derechos y garantías de las personas migrantes, en especial de las niñas, niños y 

adolescentes, dada su especial vulnerabilidad. 

 



 

 

La Corte Constitucional de Ecuador en la sentencia 2185-19-JP y acumulados/21 de  1 de 

diciembre de 2021, en relación a la migración forzada de personas venezolanas, expresó: 

“las adolescentes que migran solas, quienes no solo enfrentan obstáculos en el 

ejercicio efectivo de sus derechos con base en su condición migratoria, sino además 

con base en su género y sexo, su propia condición de adolescentes y algunas incluso 

por su condición de embarazo [énfasis añadido].” 

 

El Comité de los Derechos del Niño en su Observación General número 6, determina que 

las niñas, niños y adolescentes en contextos de migración necesitan de una “evaluación de 

aspectos particulares de vulnerabilidad, en especial relativos a la salud […]”. Por ende, el 

principio del interés superior de las niñas, niños y adolescentes está relacionado con el 

derecho a la salud en contextos de movilidad humana. 

 

El Estado Ecuatoriano tiene el deber de  reconocer a este grupo humano el más alto nivel 

posible de salud y el acceso a servicios médicos, especialmente en garantizar la atención 

materna y la natalidad. 

 

Por otro lado, en relación el derecho a la salud sexual y reproductiva, el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, en su Observación General número 22, reconoció que es 

“indivisible e interdependiente respecto de otros derechos humanos”.  

 

De tal manera, el Comité matizó que “las personas migrantes pueden verse 

desproporcionadamente afectadas por una discriminación interseccional en el contexto de 

la salud sexual y reproductiva (énfasis añadido).” 

 

La obligación del Estado Ecuatoriano consiste en identificar las necesidades de protección 

de las adolescentes en situación de movilidad humana e implementar medidas provenientes 

de tal condición. Adicionalmente, tiene la obligación de adoptar medidas determinadas, 

conforme lo establece la Corte” […] para garantizar que este grupo humano tenga acceso 

a información y servicios sobre su salud sexual y reproductiva, e inclusive “velar por que 

las personas no sean objeto de hostigamiento para ejercer su derecho a la salud sexual y 



 

 

reproductiva” 

 

Estas obligaciones deben consistir en otorgar servicios de salud seguros, de calidad (art. 362 

CRE), de calidez, informados y de buen trato (art. 66.35 CRE), este último se encuentra 

íntimamente vinculado con el cuidado de la niñez y adolescencia. 

 

La violencia obstétrica surge en las relaciones médico-paciente ocurre, es decir en contextos 

de prestación de servicios y atención de salud ginecológica y obstétrica hacia mujeres 

embarazadas o no. En similar sentido, la Corte Constitucional expresa que la Ley Orgánica 

Integral para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres “[…] la nombra como 

“violencia gineco-obstétrica” y determina que es “toda acción u omisión que limite el 

derecho de las mujeres embarazadas o no, a recibir servicios de salud ginecoobstétricos” 

(art. 10).” 

 

La Corte Constitucional en la presente sentencia hace referencia al Informe del Grupo de 

Trabajo sobre la cuestión de la discriminación contra las mujeres y las niñas de Naciones 

Unidas, al expresar que: “[…] subraya que las violaciones de los derechos en materia de 

salud sexual y reproductiva están vinculadas a la discriminación estructural.” en la que, 

además, concurren de manera interseccional diversos factores de vulnerabilidad. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador, en virtud de la ardua jurisprudencia constitucional, la 

legislación ecuatoriana y organismos internacionales, ejemplifica las acciones u omisiones 

que derivan en una violencia obstétrica: 

 

[…] i. Apropiarse o despreocuparse del cuerpo y procesos reproductivos de la mujer; 

realizar procedimientos médicos sin consentimiento o con coerción; abusar de 

medicalización o negarla; suministrar medicación no establecida en protocolos, guías o 

normas; patologizar procesos naturales; esterilizar forzadamente; realizar intervenciones 

médicas innecesarias como por ejemplo para acelerar el parto; tratar a la mujer de forma 

deshumanizada, inhumana o degradante; efectuar abuso físico; causar dolor o sufrimiento 

físico innecesario o actuar de manera indolente ante su dolor, sufrimiento y necesidades 



 

 

físicas; obligarle a dar a luz en condiciones inseguras, insalubres, sin el acompañamiento 

médico adecuado o los instrumentos necesarios; obstaculizar el apego voluntario entre la 

madre y el recién nacido sin una causa médica justificada, impidiéndole la posibilidad de 

cargar y amamantar; retener a la mujer y/o a su bebé recién nacido en establecimientos de 

salud sin justificación médica, como por ejemplo por falta de pago; imponer prácticas 

culturales y científicas no consentidas. 

 

ii. Disminuir o anular la autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y 

sexualidad; efectuar abuso o maltrato psicológico; manipular; causar dolor o sufrimiento 

emocional innecesario o actuar de manera indolente ante su dolor, sufrimiento y 

necesidades; impedir que sea acompañada por una persona de su confianza y elección; 

tratar a la mujer sin respeto a su privacidad. 

 

iii. Tratar a la mujer de forma degradante; humillar, insultar, amenazar, burlarse; no tratar 

a la mujer embarazada con dignidad y respeto; discriminarla o estigmatizarla; verter 

comentarios inapropiados; criticar o trivializar las manifestaciones de dolor durante el 

embarazo, parto y postparto. 

 

iv. Efectuar abuso sexual; examinar el cuerpo de la mujer sin explicación ni autorización. 

 

v. No brindar atención oportuna y eficaz ante una emergencia obstétrica; negar la admisión 

en establecimientos de salud; actuar de manera negligente; abandonar o demorar la 

atención; no informar acerca de los riesgos, beneficios y alternativas de toda intervención 

médica a la mujer embarazada; violar el secreto profesional; no informar suficientemente 

o hacerlo de forma defectuosa para la obtención del consentimiento informado. […]. 

 

En tal virtud, las acciones y omisiones no solamente constituyen en una violencia obstétrica 

en la prestación de servicios de salud en perjuicio de la  salud sexual y reproductiva de la 

mujer, sino también tienen la capacidad de transgredir su dignidad y autonomía.  

 

Esta práctica deriva en una trasgresión a los principios de inclusión, equidad social, 



 

 

interculturalidad, calidad, con enfoque de género y bioética (arts. 32 y 358 CRE) en perjuicio 

de garantizar la prestación de servicios de salud a las mujeres. 

 

La Corte Constitucional citando a la OMS señala que los Estados deben establecer iniciativas 

para priorizar la atención de alta calidad, segura y centrada en las mujeres, tales como: “[…] 

la información impartida a las mujeres sobre sus derechos, la confidencialidad, la decisión 

informada, la privacidad, los mecanismos de resarcimiento en caso de vulneraciones de 

derechos y la generación de datos relacionados con las prácticas de los profesionales de 

salud, para ejecutar políticas y normas éticas dirigidas a asegurar los derechos de la mujer 

en la prestación médica.” 

 

En esa misma línea, ante la violencia obstétrica la Corte Constitucional del Ecuador en la 

sentencia 904-12-JP/19 dispuso al Ministerio de Salud Pública “ […] la elaboración de esta 

guía que establezca el derecho de las mujeres embarazadas y de las niñas y niños a recibir 

atención prioritaria, el contenido del derecho a la salud y del derecho a la seguridad social; 

la atención de pacientes en estado de emergencia como resultado de complicaciones en el 

parto y alumbramiento, la obligación de prestar la atención de salud y la protección a 

mujeres embarazadas y atención a la maternidad y su prohibición de condicionamiento por 

mora patronal; la explicación respecto al concepto y las conductas que configuran violencia 

obstétrica y un protocolo de atención antes, durante y luego del parto que cumpla con la 

normativa y estándares internacionales, la normativa nacional y la jurisprudencia 

constitucional”, es decir la creación necesaria de una guía de atención a la mujer y la 

prevención de esta clase de violencia.  

 

La Corte Constitucional a la luz del artículo 66 número 9 y 10 parte de que las personas son 

libres y por lo tal tienen el derecho a decidir sobre su vida y salud sexual y, por el otro, el 

derecho a decidir sobre su vida y salud reproductiva.  

 

Por otro lado, en relación a los derechos reproductivos, estos aluden al ejercicio de la 

potestad de la persona para decidir las condiciones bajo las cuales va a ejercer su capacidad 

reproductiva y la manera de hacerlo. 



 

 

 

La Corte Constitucional expresa que el ejercicio de la libertad reproductiva de los seres 

humanos es amplio al decir lo siguiente: 

 

El derecho de hombres y mujeres para decidir de manera libre, voluntaria, 

responsable, autónoma, sin coerción, violencia ni discriminación sobre el número 

de hijos que puedan procrear, mantener y educar, en igualdad de condiciones, sin 

necesidad de consentimiento de terceras personas; así como a acceder a la 

información necesaria para ello. 

 

Adicionalmente, expresa que el derecho a tomar decisiones sobre la libertad sexual y 

reproductiva se garantiza cuando estas decisiones reúnen inexorablemente las características 

fundamentales de ser: “(i) informadas, (ii) responsables y (iii) libres y voluntarias.” 

 

En relación al derecho a recibir información sanitaria, la Corte expresa:  

 

El derecho que tienen todos los pacientes para conocer de manera entendible la 

información, que al momento sea disponible sobre su estado de salud, la naturaleza 

y finalidad de la intervención o intervenciones a la que será sometido, con la 

determinación de los riesgos y efectos directos e indirectos, así como, las alternativas 

a los procedimientos propuestos, incluyendo las consecuencias de no aplicar un 

tratamiento [énfasis añadido].  

 

En relación a las (ii) decisiones responsables, la Corte Constitucional expresa que: significa 

que para adoptar la decisión antecede un proceso de concientización de la persona sobre 

las consecuencias positivas y negativas, que devienen de la conducta adoptada y de la 

capacidad de afrontar las mismas sin vulnerar los propios derechos ni los de terceros. 

 

En relación a las decisiones libres y voluntarias: La Corte expresa que: “[…] se refiere el 

artículo 66 números 9 y 10 del texto constitucional, se relacionan con el ejercicio de 

autonomía de la persona sobre las cuestiones que le atañen y la potestad volitiva para 



 

 

dirigir su conducta conforme sus deseos. […] Por tanto, una decisión libre y voluntaria 

debe fundamentarse en “la omisión de cualquier clase de discriminación, coacción o 

violencia en las decisiones que se adopten respecto a la sexualidad, capacidad reproductiva 

y a la vida y orientación sexual”. 

 

En este sentido, la libertad orientada al ejercicio de los reproductivos y sexuales está 

íntimamente relacionada la autonomía. 

 

En virtud del artículo 362 de la Constitución expresa que el derecho a tomar decisiones 

informadas, responsables, libres y voluntarias tiene interdependencia con el consentimiento 

informado y el acceso y la confidencialidad de la información.  A su vez, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el. Caso Guachalá Chimbo y otros Vs. Ecuador. 

Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia de 26 de marzo de 2021 ha expresado que el 

consentimiento informado del paciente garantiza “el respeto a su autonomía y su libertad 

para tomar sus propias decisiones de acuerdo a su plan de existencia”. 

 

Por ende, el consentimiento informado abarca el derecho a manifestar de manera válida una 

práctica médica,  recibir suficiente información entendible sobre la naturaleza de los 

procedimientos, sus alternativas y efectos; y, como efecto adverso la Corte Constitucional 

expresa que “[…] no informar, informar de manera ininteligible, asustar o exagerar sobre 

el diagnóstico y pronóstico, así como realizar acciones distintas a la voluntad del paciente, 

son actos que violan el derecho al consentimiento libre e informado.” 

 

La Corte determina que el Hospital vulneró el derecho de Yolanda a tomar decisiones libres, 

informadas y voluntarias sobre su vida y salud sexual y reproductivay por lo tanto concluye 

que el Hospital no brindó información suficiente, necesaria, oportuna sobre el procedimiento 

de ligadura tubárica a Yolanda, que permita considerar que ella pudo tomar una decisión 

informada. 

 

La Corte Constitucional de Ecuador evidenció que la actuación del personal médico del 

Hospital da cuenta que Yolanda sufrió violencia obstétrica porque: (a) no se le informó 



 

 

acerca de los riesgos, beneficios y alternativas de la ligadura tubárica;178 (b) se disminuyó 

su autonomía y capacidad de decidir libremente sobre su cuerpo;179 y (c) se apropió de su 

cuerpo y de su proceso reproductivo, al (d) realizar un procedimiento médico con coerción, 

es decir, al esterilizarla de manera definitiva mediante un consentimiento viciado. 

 

Por otro lado, la Corte determina que son prácticas de discriminación estructural de 

discriminación estructural en su condición de mujer en movilidad humana, las siguientes 

 

:  […] y que se configuran en violencia obstétrica el (e) no haber sido tratada con dignidad 

y respeto a su condición de embarazo, por (f) haberle causado sufrimiento y angustia 

innecesaria al practicarle la ligadura definitiva al mismo tiempo que debía dar a luz, cuando 

tal procedimiento de esterilización no era necesario ni condicionaba el parto ni la salud ni 

la vida de ella ni de su bebé.” 

 

En relación a las conclusiones sobre las acciones y omisiones del Hospital durante la 

atención de salud de Yolanda, la Corte Constitucional encontró que éstas se configuran 

también en expresiones de violencia obstétrica. […] En específico: (g) despreocuparse del 

cuerpo y procesos reproductivos de la mujer, como en el presente caso ocurrió cuando el 

personal del Hospital se despreocupó del proceso de posparto o puerperio de Yolanda y 

omitió identificar sus necesidades y atenderlas conforme dictamina una atención integral 

en salud; y (h) efectuar maltrato psicológico y discriminación, al proferir comentarios 

hostigantes en su contra y demorar el egreso hospitalario con su bebé sin considerar las 

circunstancias apremiantes relacionadas con su condición de múltiple vulnerabilidad. 

 

146.Además, la Corte determina que otra manifestación de violencia obstétrica hacia la 

accionante es el (i) actuar de manera negligente, abandonar o demorar la atención de la 

mujer en la prestación de servicios y atención de salud. En la presente causa, la demora del 

Hospital en permitir la salida de Yolanda se constituye en un acto de violencia obstétrica, 

aun cuando tal dilación se justifique en problemas estructurales como la falta de personal 

hospitalario, la capacidad institucional y horarios laborales que no consideran las 

circunstancias de vulnerabilidad de los pacientes. Al final, los factores estructurales del 



 

 

sistema médico-obstétrico no pueden considerarse eximentes de la violencia y 

discriminación perpetuadas en la atención médica, sino, por el contrario, factores que 

perennizan e invisibilizan tal violencia y discriminación 

 

Por otro lado, en relación a la actuación de las autoridades judiciales que conozcan casos 

con circunstancias similares a las analizadas en la presente sentencia y que están 

relacionadas con adolescentes embarazadas en situación de movilidad humana deben 

adoptar las siguientes medidas para garantizar el acceso a la justicia de las mujeres: 

 

(i) En un primer momento, las y los jueces realicen un análisis preliminar del caso 

con la finalidad de detectar relaciones asimétricas de poder y situaciones 

estructurales de desigualdad, que pueda exigir que se incorpore en el análisis 

judicial una perspectiva de género. (ii) En un segundo momento, implica que las y 

los jueces también consideren la posibilidad de un impacto diferenciado de las 

normas jurídicas, la jurisprudencia y las diferentes resoluciones jurídicas sobre la 

situación de las mujeres dentro de un contexto de violencia. (iii) En un tercer 

momento, identificar la necesidad de medidas de reparación que se adapten a las 

condiciones de protección reforzada requeridas. 

 

Por las consideraciones expuestas, la Corte Constitucional resolvió aceptar la acción de 

protección planteada por la accionante y declaró la violación de los derechos a tomar 

decisiones libres, informadas, responsables y voluntarias sobre su salud sexual y 

reproductiva a la luz del artículo 66.9 y 10 de la Constitución de la República del Ecuador.  

 

Adicionalmente, declaró vulnerados los derechos a la integridad (art. 66.3.a CRE) y a la 

igualdad y no discriminación (art. 66.4 CRE) de la accionante.  

 

Finalmente, la Corte Constitucional concluyó que el Hospital ejecutó múltiples expresiones 

de violencia obstétrica hacia la madre adolescente 

MEDIDAS DE 
REPARACIÓN 

  

La Corte Constitucional determino las siguientes medidas de reparación:  



 

 

INTEGRAL 
ADOPTADAS 

 

Compensación económica en equidad por $15.000 como reparación por el daño inmaterial 

ejercido sobre la accionante.  

 

Dispone al Ministerio de Salud Pública lo siguiente: “[…] que tome contacto con Yolanda 

y, si así desea la accionante, preste atención médica prioritaria y especializada del área de 

ginecología para control y tratamiento de posibles afectaciones gineco-obstétricas, en la 

institución de salud pública de su elección. Los tratamientos necesarios incluirán el acceso 

a medicamentos gratuitos y especializados.”  

 

Además, dispone: “[…] Remitir el expediente al Hospital para que su máxima autoridad 

inicie las acciones administrativas correspondientes contra el personal sanitario 

involucrado en las acciones vulneradoras de derechos descritas en esta sentencia.” 

 

 Adicionalmente: “[…] De tal manera, cabe remitir a la Fiscalía General del Estado el 

expediente constitucional para que investigue los hechos del caso que se declaran en esta 

sentencia como violatorios de derechos de Yolanda y que pudiesen configurarse en un delito 

penal en su contra, o, de ser el caso, verifique el estado de la investigación previa.” 

 

 Dispone al Hospital que emita disculpas públicas a Yolanda. 

 

Por otro lado, expresa: “166.Al respecto, la Corte recuerda que en la sentencia 904-12-JP/19 

se dispuso como medida de no repetición que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, 

como obligado principal, y el Ministerio de Salud Pública, como cartera de Estado encargada 

de la gobernanza del Sistema Nacional de Salud, elaboren conjuntamente una “guía integral 

de atención a las mujeres embarazadas y de prevención de la violencia obstétrica”. Este 

Organismo dispuso que tal instrumento incluya, entre otras disposiciones, la explicación 

respecto al concepto y las conductas que configuran violencia obstétrica y un protocolo de 

atención antes, durante y luego del parto que cumpla con la normativa y estándares 

internacionales, la normativa nacional y con lo señalado en la referida sentencia.187 Sobre 

esto, a la presente fecha, este Organismo verifica que el 4 de junio de 2024, el MSP188 



 

 

presentó el “Manual de Buenas Prácticas para la Prevención de la Violencia Gineco-

Obstétrica en los Establecimientos de Salud del Sistema Nacional de Salud”. 

 

En relación a la medidas de no repetición para cumplimiento del Ministerio de Salud Pública, 

como ente rector del Sistema Nacional de Salud, establece: 

 

 “167.1. Revisión y adecuación de los instrumentos normativos sobre la atención integral 

en salud sexual y reproductiva, así como del Manual de buenas prácticas para la prevención 

de la violencia gineco-obstétrica, que incluya prácticas para garantizar el derecho a tomar 

decisiones libres, informadas, responsables y voluntarias sobre la salud sexual y 

reproductiva de las mujeres adolescentes conforme lo expuesto en esta sentencia. Así 

también, la adecuación de estos instrumentos para garantizar la integridad y no 

discriminación en la prestación de servicios de salud sexual y reproductiva con especial 

énfasis en el posparto o puerperio en el contexto de adolescentes. Además, la adecuación 

de estos instrumentos sobre el accionar del personal de salud cuando se requiere la 

adopción de medidas ajustadas a casos particulares, como el caso de adolescentes en 

movilidad humana sin acompañamiento que requieren atención de salud de orden sexual y 

reproductiva, incluido el parto, en irrestricto respeto al principio y derecho del interés 

superior de las niñas, niños y adolescentes. 

 

167.2. Capacitación al personal de salud de los establecimientos públicos del sistema 

sanitario en relación con la prevención de violencia obstétrica en la atención médica. Para 

el efecto, se deberá elaborar un plan de capacitación de acuerdo a los conceptos 

desarrollados en esta sentencia.  

 

167.3. Difusión de esta decisión al personal de salud de la Red Integral de Salud mediante 

los medios que considere más eficaces; por ejemplo, correo electrónico, boletines 

informativos, oficios, entre otros.” 

 

 Como medida de satisfacción la Corte dispone al Ministerio de Salud Pública, la Defensoría 

del Pueblo y el Consejo de la Judicatura lo siguiente: “[…] realicen una amplia difusión de 



 

 

la presente decisión constitucional y la publiquen en sus páginas web institucionales para 

conocimiento de la ciudadanía.” 

 

Finalmente, a la luz del artículo 21 de la LOGJCC, la Corte Constitucional ordena a la 

Defensoría del Pueblo realizar todas las gestiones necesarias para acompañar a Yolanda en 

la ejecución y cumplimiento de esta sentencia. 

 

FALLO 
 

1. Dejar sin efecto las sentencias de 3 de agosto de 2020 dictada por la Unidad Judicial Norte 

1 Penal con sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas; y de 5 de octubre de 2020 

dictada por la Sala Especializada de lo Laboral de la Corte Provincial de Justicia de Guayas. 

 

2. Aceptar la acción de protección planteada a favor de Yolanda y declarar vulnerados sus 

derechos a tomar decisiones libres, informadas, responsables y voluntarias sobre su salud 

sexual y reproductiva (art. 66. 9 y 10 CRE), así como a la integridad (art. 66.3.a CRE) y a la 

igualdad y no discriminación (art. 66.4 CRE), por parte del Hospital General Universitario 

de Guayaquil. 

3. Disponer al Hospital General Universitario de Guayaquil que: 

 

3.1. Cancele a favor de Yolanda un total de $15.000 (quince mil dólares americanos) como 

reparación en equidad por la violencia obstétrica que tuvo que sufrir al acudir al centro 

hospitalario para dar a luz. Dicha suma le será depositada en la cuenta que la accionante 

designe, en el plazo máximo de tres meses. Se dispone a la Defensoría del Pueblo ayudar a 

la accionante con la creación de una cuenta bancaria si así ella lo requiere. 

3.2. Pida disculpas públicas a Yolanda en el plazo máximo de 2 meses, en las instalaciones del 

Hospital, en acto público con el representante legal del Hospital, en los términos dispuestos 

en el párrafo 164 supra. En el acto público deberá permitirse la intervención de la víctima 

si ella lo desea. 

3.3. Inicie inmediatamente la investigación y acciones administrativas correspondientes contra 

el personal sanitario que atendió a la accionante conforme los hechos evidenciados en esta 

sentencia. 

4. Disponer al Ministerio de Salud Pública que, en el plazo máximo de seis meses: 



 

 

 

4.1. Revise y adecue los instrumentos normativos sobre la atención integral en salud sexual y 

reproductiva, así como del Manual de buenas prácticas para la prevención de la violencia gineco-

obstétrica, en los términos dispuestos en esta sentencia. 

 4.2. Capacite al personal de salud de los establecimientos públicos del sistema sanitario en 

relación con la prevención de violencia obstétrica en la atención médica. Para el efecto, se deberá 

elaborar un plan de capacitación de acuerdo a los conceptos desarrollados en esta sentencia.  

4.3. Difunda esta decisión al personal de salud de la Red Integral de Salud mediante los medios 

que considere más eficaces; por ejemplo, correo electrónico, boletines informativos, oficios, 

entre otros. 

 

5. Remitir el expediente de la causa a la Fiscalía General del Estado para que investigue los 

hechos del caso que se declaran en esta sentencia como violatorio de derechos de la 

accionante y que pudiesen configurarse en un delito penal en su contra o, de ser el caso, 

verifique el estado de la investigación previa dentro del proceso iniciado por la parte 

accionante sobre estos hechos.  

 

6. Disponer al Ministerio de Salud Pública, a la Defensoría del Pueblo y al Consejo de la 

Judicatura la difusión mediante correos institucionales de las conclusiones de la presente 

decisión constitucional y su publicación por seis meses en sus páginas web institucionales, 

para conocimiento de la ciudadanía. 

 

7. Disponer que la Defensoría del Pueblo realice todas las gestiones necesarias para acompañar 

a la accionante en la ejecución y cumplimiento de esta sentencia. 

 

8. Disponer que en el plazo de seis meses posteriores al periodo dado para que las instituciones 

cumplan con las medidas dispuestas en esta sentencia, cada institución informe a esta Corte 

Constitucional del respectivo cumplimiento. 

 



 

 

VOTACIÓN POR LA QUE 

FUE ADOPTADA 

Fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con seis votos a favor de los jueces 

constitucionales Karla Andrade Quevedo, Jorge Benavides Ordóñez, Alejandra Cárdenas 

Reyes, Jhoel Escudero Soliz, Alí Lozada Prado y Richard Ortiz Ortiz 

VOTO CONCURRENTE / 

SALVADO: 

 

Un voto salvado de la jueza constitucional Teresa Nuques Martínez 

OTROS DATOS DE 
INTERÉS: LINKDE LA 

CCE 

https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3Ry

YW1pdGUnLCB1dWlkOidiYTY4YTU5ZC0wMTgwLTRlMjQtODcyMS1hNzg4NjA3N

zQ3YWQucGRmJ30=  

 

 

 

Elaborado por: 

Ab. Alain Luna Rodríguez 
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